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1.- VISTOS  

Corresponde a la Sala desatar el recurso de alzada presentado por el señor Defensor del procesado RAÚL ANTONIO PINEDA, contra el fallo de condena proferido el día dos (02) de Noviembre de 2005, por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de esta capital, mediante el cual lo declaró penalmente responsable de los delitos de Estafa y Urbanización Ilegal, en concurso, con imposición de una pena de sesenta (60) meses de prisión, multa de cincuenta (50) s.m.l.m.v. e inhabilitación de derechos y funciones públicas por un tiempo igual al de la pena principal a la que accede.

No se avizoran irregularidades sustanciales que obliguen a retrotraer lo actuado.

2.- HECHOS 

Se tiene establecido, que el señor RAÚL ANTONIO PINEDA en su condición de representante legal de una Fundación denominada “Colombia Unida”, cuyo fin era la promoción de un plan de vivienda autosostenible con granja agrícola en la Vereda Combia jurisdicción rural de este Municipio, bajo el nombre de “AGROVILLA DE LA PAZ”, comenzó a vincular a personas que tenían esa necesidad para cuyo efecto les cobró una cuota inicial y sumas fijas mensuales, al igual que gastos de administración y asesoría de su parte. 
El proyecto se inició a principios del año 2002 y desde ese entonces se comenzó a recolectar el dinero; no obstante, en vista de que el tiempo transcurría sin ninguna obra en concreto, llevó a cabo la “inauguración”, momento en el cual les aseguró que serían propietarios en la primera etapa a entregar en febrero o marzo de 2003 y publicitó que contaba con todas las autorizaciones de ley, incluso con el visto bueno e intervención directa de la Alcaldía Municipal con la aportación de un lote de terreno. Así las cosas, quedaron convencidos que además de casa con todos los servicios, Centro Comercial, Sala de Convenciones, caseta comunal, plazoleta parque, puesto de salud, colegio y canchas polideportivas, tendrían prontamente también una parcela productiva e inducción agrícola para su autoabastecimiento.
Por obvias razones, nada de eso resultó ser cierto, pues al decir de los organismos Estatales no aparecía ningún registro de ese plan, ni por supuesto autorización que legitimara esa intervención urbanística. Así pasaron los años sin que ninguna de las promesas se hicieran realidad, al punto que aún no se cuenta con el respaldo para promover un plan de vivienda en las condiciones por él prometidas, ni se cuenta ya con el dinero que había sido recaudado. Se habló de conseguir un préstamo con ONG Internacionales (Human Progress y Humanitarium), pero eso tampoco se obtuvo por la falta de cumplimiento de los requisitos exigidos a la Fundación.
3.- IDENTIDAD 

Se trata de RAÚL ANTONIO PINEDA, hijo de Joaquín y Aura Rosa, titular de la cédula de ciudadanía No 18’560.695 de Mistrató (Rda.), residente en la Cra. 12 No 18-12 piso 2, natural de Támesis (Ant.), de 35 años de edad, casado con Diana Marcela Gutiérrez Martínez, con grado de instrucción superior en Ingeniería Industrial, y dice desenvolverse como asesor, administrador y gestor de proyectos productivos.

4.- CARGOS
La Fiscalía Diecisiete Delegada ante los Juzgados Penales del Circuito de esta capital, con fecha dos (02) de marzo de 2005, profirió resolución de acusación por los punibles de ESTAFA (en modalidad concursal) y URBANIZACIÓN ILEGAL, pero precluyó por la conducta de Captación Masiva y Habitual de dineros al público, habida consideración al principio de especificidad por cuanto la finalidad que aquí se tenía era precisamente la ejecución de un plan urbanístico.
5.- FALLO 

La causa correspondió al Juzgado Sexto Penal del Circuito, cuyo titular, una vez advertido de las argumentaciones irreconciliables en audiencia, fijó su posición de una manera radical al considerar que aquí se había dado un abuso de la posición dominante que tenía el aquí procesado por sobre una multitud de personas humildes que depositaron en él su confianza animados por la ilusión de conseguir casa propia.
Estimó, de común acuerdo con la señora Fiscal, que todo esto había sido un montaje, un fraude, una burla, pues se trató de un proyecto de papel que se quedó en mera expectativa y que no podía alcanzar el objetivo por ausencia de todos los requisitos exigidos por las entidades oficiales. Dio respaldo a la cantidad de denuncias acumuladas que habían sido formuladas en contra del señor PINEDA, pues se sintieron perjudicados, con razón, ante tanta promesa incumplida.
6.- RECURSO

6.1.- De la Defensa
Lo formula en los siguientes términos:

- Su defendido jamás se apoderó de un solo peso, ni esgrimió argumentos falsos.
- El fue, al igual que todas estas personas, vilmente engañado por un tercero, concretamente por MARIO DUQUE, verdadero artífice de la Estafa, pues fue a él a quien entregó gruesas sumas de dinero para que en su condición de “contratista gestor del proyecto” obtuviera los permisos y autorizaciones respectivas. Pide se tenga en cuenta el contrato aportado sobre ese particular al momento de la Audiencia Pública.
- En el expediente consta que él sí se inscribió como Urbanizador.
- Generosamente puso a disposición de la Fiscalía todas sus cuentas bancarias en las que no se observan dineros mal habidos.
- No se tuvo en cuenta que reintegró aproximadamente cien millones de pesos a las personas que “quisieron retirarse del proyecto”, sin que para ello se ejerciera violencia, pues lo hizo “voluntariamente”. Esto es bien importante para determinar el aspecto del dolo, puesto que ningún estafador haría eso.
- Permaneció sin ocultarse o desaparecer de la órbita de sus negocios, como lo hubiese hecho un verdadero Estafador.
- El señor PINEDA no tiene antecedentes judiciales, posee un hogar bien conformado y no tiene bienes de fortuna.
- Si tuvo inconvenientes, en ellos incurrió de buena fe que lo exime de toda culpa.
- La prueba fue dividida para extractar sólo lo perjudicial y no lo favorable.
- Nada se dijo acerca de la colaboración que prestó a las autoridades para el esclarecimiento de estos hechos, pues bien hubiese podido borrar y ocultar evidencia.
- Tampoco nada se dice en el fallo acerca de los fax remitidos por las ONG Internacionales sobre la aprobación de la compra de los nuevos terrenos a la familia Villegas, ni del contrato de subrogación de los derechos en el nuevo proyecto. Esto prueba que su cliente sí hizo algo en pro de este proyecto.
- Esa afirmación según la cual se ha cambiado la denominación y lugar del proyecto en varias ocasiones, para seguir captando dineros de manera indebida, es falsa, pues sólo se ha cambiado dos veces y no lo ha hecho su defendido desde la cárcel.
- No fue RAÚL ANTONIO quien incumplió con la compra del inmueble, fue la comunidad, y para ello se quiso adelantar el préstamo porque no se contaba con los recursos suficientes para ello.
- Se trata en últimas de contratos civiles que sólo conllevan su incumplimiento y no la tipificación de una conducta penal. De esto no dijo nada la sentencia a pesar de haberlo dejado plasmado en el acto de Audiencia Pública.
- La principal responsabilidad por tanto, se hace consistir en la demora o retardo en el cumplimiento, pero eso por sí solo no puede constituir delito alguno.
6.2.- Del procesado

Por su parte, expone:

- No se le ha aplicado el “principio de oportunidad”.
- Se pregunta: “¿dónde están siendo juzgados los cómplices de este delito?”, pues se llevaron la plata que él les entregó.
- Tiene responsabilidad en eso el Banco Ganadero, al decir que el crédito estaba aprobado y por eso fue que la comunidad entregó dineros.
- Quien falló no fue él sino el Dr. Luis Fernando Gaviria, al no dejarlo negociar con Colpatria el 57% restante de la tierra.
- Se dice que el citado señor GAVIRÍA si cumplió al devolver los dineros, pero no se dice al cabo de cuánto tiempo y los perjuicios causados.
- ¿Dónde aparece vinculado BILLY OMAR MARÍN?, quien recibió veinticuatro millones y quedó de entregar las licencias ambientales, pero nada. Por la falta de esas diligencias no entregó el desembolso del crédito la ONG Human Progress.
- ¿Dónde aparece el señor CARLOS ARCILA?, a quien entregó cinco millones cuatrocientos mil pesos, para que suministrara los diseños urbanísticos y arquitectónicos, quien a su vez se encargaría de radicar el proyecto en la Curaduría, pero se gastó la plata.
- ¿Dónde están los directivos de la Human Progress?, quienes recibieron la suma de dieciocho millones por la radicación del proyecto y estudios técnicos.
- Y ¿dónde está el señor MARIO ALBERTO DUQUE VÉLEZ?, a quien le dio ciento veinte millones para la adquisición de una póliza Internacional que sirviera de “apalancamiento” del crédito por valor de dos mil millones de dólares y no de doscientos mil dólares como erradamente lo entendió el Juzgado.
- El señor ARMANDO HERNÁNDEZ fue el que más colaboró para su detención, pero su finalidad es quedarse con el nuevo proyecto, mas, la Fiscalía y el Juzgado consideraron que era “su segundo al mando”.
- En últimas se le está condenando por los tropiezos que tuvo el proyecto en la primera etapa, por la demora, pero es que ya estaba entrando a la segunda fase cuando fue detenido. Sólo falta organizar la ficha técnica, exigir la licencia de la Carder y todo listo para recibir el crédito.
- No se tuvo en cuenta, finalmente, que no tiene antecedentes, que lo que devolvió es más de lo que falta por pagar, y que invirtió en el proyecto ciento setenta y ocho millones de pesos.
7.- Para resolver, se considera
El Tribunal comenzará por delimitar el ámbito jurídico dentro del cual debe desenvolverse la polémica, para luego penetrar a lo que probatoriamente corresponde en el caso particular.

El actual delito de Urbanización Ilegal (art. 318 C.P.), venía siendo regulado por la Ley 66 de 1968, normatividad que fue reformada por el Decreto 2610 de 1979 en cuyo artículo sexto se consagró su autonomía delictiva, es decir, que su trasgresión corría de manera independiente a toda otra infracción consagrada en el Código Penal, más singularmente con el delito de Estafa. Y no podía ser de otra manera, por cuanto los hechos a los cuales hace referencia la conocida actividad de los “constructores piratas”, están representados única y exclusivamente en la transferencia del dominio de predios destinados a vivienda sin el correspondiente registro, es decir, se sanciona la omisión del administrado frente a la administración sin importar la relación surgida entre el primero y los particulares contratantes. Los bienes jurídicos protegidos, además, son distintos: orden económico social y patrimonio económico. Ha sido ese el entendimiento pacífico de nuestra jurisprudencia nacional sobre el tema (cfr. Sentencia de casación penal rad. 12.820, M.P. Dr. Fernando E. Arboleda Ripoll).
Esa separación jurídica, sin embargo, no significa que la prueba que reposa para la demostración del tipo penal de Urbanización Ilegal se descarte para la configuración de la OBTENCIÓN DE ENGAÑO que constituye la Estafa. Existe una unidad probatoria indisoluble. La mise en escene representa el modus operandi, los medios utilizados para el logro del objetivo deseado, que por supuesto no es otro que la captación de dineros por medio del ofrecimiento de lo que no se podía ofrecer. Decir por tanto que aquí no hubo maniobras engañosas que porque para el caso concreto aunque no se contaba con el predio a parcelar, si se habían efectuado promesas de venta, o que se iniciaron gestiones ante los entes oficiales, o que se pagaron los planos arquitectónicos y urbanísticos, o que se solicitaron créditos con entidades humanitarias del orden Internacional (ONG’s) para cubrir su costo, es desconocer que precisamente esa fue la trama utilizada, pues a sabiendas de no contar con las obligadas autorizaciones, ni tener las condiciones mínimas para llevar a buen término un plan de semejantes proporciones, se quiso hacer caso omiso a la prohibición y recaudar dinero a incautos ciudadanos.
La existencia de unas gestiones embrionarias no justifica la acción realizada en perjuicio ajeno, porque precisamente si nada se hubiese hecho no habría existido la forma de recaudar dinero. Algo se le tenía que mostrar a los depositarios de la confianza; era forzoso ofrecer lo que no se tenía en el momento para la obtención de un provecho ilícito.

Sostiene el señor apoderado recurrente que lo que se presentó fue un trámite que se demoró por la presencia de varios tropiezos ajenos a la voluntad de su cliente y con fundamento en eso se le está sentenciado, como situación que únicamente da lugar al incumplimiento de una obligación civil, una deuda que no puede trascender al Derecho Penal por ausencia de dolo.

A ese respecto la Sala no puede menos que reiterar su entendimiento acerca de que la existencia de obligaciones civiles y/o comerciales, no es por sí misma situación que excluya la posibilidad del engaño punible. Es totalmente cierto que los límites entre el dolo civil y el dolo penal son bien sutiles; pero, también lo es que en los negocios civiles, en las actividades entre contratantes, es factible incursionar en el fraude. Acerca de esa abundancia de astucia que busca obtener ventaja no ha sido ajena la jurisprudencia:

Sin dejar de admitir que en los negocios pueda haber sutilezas, malicias, y reticencias como se deja dicho atrás, ellas tienen un límite social, vale decir, se admiten mientras no hayan comprometido gravemente la voluntad del contratante engañado y no salgan de lo comúnmente aceptado en el medio que se actúa. La violación del equilibrio que debe haber entre las partes en el contrato tiene que proyectarse, cuando adquiere contornos de lesión a los intereses colectivos, sobre el plano del derecho penal para que sean sancionados los abusos unilaterales de una de ellas sobre la otra. 

Incluso, autores como BARRERA DOMINGUEZ van más allá al sostener que si se da el primero -dolo civil-, se da indefectiblemente el segundo -dolo penal-, cuando expone:
Debe aceptarse que entre dolo civil principal y dolo penal no hay distingo alguno. Donde quiera que resulte en la conclusión de un convenio que se ha inducido a otra persona en error “por medio de actos cuya finalidad es obtener por sorpresa su consentimiento respecto a una obligación o a una renuncia” (PLANIOL y RIPERT), y sea evidente que de no haberse empleado tales engaños o artificios no se hubiera obtenido el consentimiento, debe tenerse como existentes tanto el dolo civil que lleva a la nulidad del acto o contrato, como el dolo penal que da lugar al delito de estafa, si quien lo ha empleado ha conseguido, así, un provecho económico ilícito con perjuicio de un tercero”.

En el caso debatido, se logró una ventaja derivada de una voluntad viciada por el error, pues las personas que entregaron dineros lo hicieron convencidas que el urbanizador estaba legitimado para responsabilizarse del plan de vivienda agrícola prometido y eso no era real. De no haber mediado ese error nacido en el engaño, de seguro ningún dinero se habría entregado. Y esa forma de proceder, supera la simple omisión en los trámites legales a los cuales se contrae el punible contra el orden económico y social -Urbanización Ilegal-, razón para que se dé aval al concurso heterogéneo que se juzga.
Se duele también el señor Defensor de no haberse tenido en cuenta en las decisiones judiciales la devolución de aportes por parte del implicado; sin embargo, esa situación surgió tan pronto las personas afectadas, al advertir el engaño, solicitaron con vehemencia la restitución de los dineros, es decir, que fue a consecuencia de la reclamación. Lo ocurrido demuestra un reconocimiento de la irregularidad existente y la necesidad en que se vio el señor PINEDA de calmar una situación que ya se le había salido de control. Aún así, no reintegró la totalidad de los dineros entregados precisamente para la compra del lote que nunca se adquirió.
Se ha pretendido igualmente, hacer referencia a un nuevo proyecto que sanearía el desfase y mitigaría el problema, el cual hace alusión a otro predio (Finca “La Trinidad”, Asociación “Villa de Leyva”) y con personas distintas (concretamente con Billy Omar Marín aunque figura como dueño del lote el señor Fabio Villegas Ramírez); sin embargo, se trata de un convenio posterior y diferente, que en nada puede remediar lo que fue objeto de esta censura bajo la forma de “AGROVILLAS LAS PAZ” en el predio “El Mapa” de Luis Fernando Gaviria, inmueble sobre el cual la Fundación nunca alcanzó a tener disponibilidad alguna; antes bien, el nuevo trámite al cual se alude también ha sido objeto de investigación por parte de la Fiscalía.
Es increíble que el ahora acusado, en su condición de representante legal de una Fundación que nació precisamente con el principal objetivo de obtener vivienda, se haya dedicado a recibir gruesas sumas de dinero en forma periódica, sin llevar una contabilidad debidamente organizada, ni poseer documentación que acreditara la fecha de los ingresos y mucho menos contar con los soporte de los egresos; en esos términos, los dineros pasaron a ser “de su bolsillo”. Pero para colmo, muy a pesar de haberse entregado dineros al señor LUIS FERNANDO GAVIRIA en su condición de dueño parcial del predio a adquirir, para la cancelación progresiva del bien que requería la fundación, el citado PINEDA reclamó esos dineros de regreso para “otros gastos”; en consecuencia, ni apareció el dinero, ni se compró ninguna parte del predio, es decir, nada que a fin de cuentas pudiera resultar efectivo al fin propuesto.
La censura que aquí se hace viene de raíz, pues corresponde sostener que el señor RAÚL ANTONIO PINEDA no tenía derecho alguno a comenzar a recibir pagos por ese concepto, ni a tramitar la enajenación de bienes para fines de vivienda, porque sencillamente no estaba habilitado para esa actividad de manera expresa y él bien lo sabía. Y lo sabía porque recibió comunicación oficial al respecto desde hacía bastante tiempo (recuérdese que así consta en la Resolución 218 del 26 de febrero de 2001 cuando se hizo la inscripción de la Fundación “Colombia Unida”, y así se lo recordó el Secretario de Gestión Inmobiliaria en dos ocasiones, amén de lo expuesto por el señor Silvio Hernando Zape en su condición de funcionario de la Alcaldía Municipal); lo que, unido al hecho de haberse aclarado por la Curaduría Urbana que en esas dependencias no figuraba radicación alguna para la aprobación de la construcción AGROVILLAS, hacen obligatorio colegir que el dolo es evidente, pues como bien lo concluye el fallo que se revisa, las cosas no se pueden hacer al revés: primero captar dineros y luego pedir las autorizaciones; cuando lo elemental, lo legal, es lo contrario: primero tener la habilitación que para este tipo de actividad corresponde y posteriormente recaudar los dineros bajo las condiciones de control exigidas.

Y es tan válido lo aquí sostenido, que es el propio RÁUL ANTONIO PINEDA quien admitió franca y categóricamente no haber obtenido ninguna de las autorizaciones necesarias para anunciar o enajenar inmuebles de conformidad con las disposiciones urbanísticas. Muy a pesar de ese conocimiento, incluso de las denuncias y de la existencia de un proceso penal, continúo con el recaudo, como consta en los reportes consecutivos de la perito contable, pero con una situación extraña, que las revisiones posteriores arrojaron menos capital recaudado que en las precedentes, de lo cual no existe ninguna justificación hasta el momento.
Suena también incoherente en verdad, que se estuviese argumentando la pretendida existencia de un préstamo millonario con organizaciones no Gubernamentales que no habían adquirido convencionalmente ningún compromiso con la Fundación. Empréstito con el cual supuestamente se iba a cubrir el costo del programa, sin saberse cuándo, cómo, en qué condiciones, ni de dónde iban a sacar estas humildes familias dinero para sufragar ese gasto, pues precisamente lo que tenían ya se lo habían dado al representante de la Fundación para la adquisición de un lote, es decir, lo básico y elemental.
Se duele el procesado en su recurso, del motivo por el cual no están presos otros personajes que de una u otra manera intervinieron en este asunto y que siguiendo el mismo entendimiento deberían tenérseles como “sus cómplices”. Independientemente de la potencial vinculación de esas personas a una investigación, que lo sería del resorte exclusivo del ente Fiscal, a juicio del Tribunal esas afirmaciones que a modo de excusa presenta el justiciable, sólo hacen inferir la admisión de que efectivamente aquí existieron apropiaciones indebidas con el consiguiente desfalco para las personas que depositaron sus dineros en esta fundación. A su vez, que aparecen exagerados los montos que dice haber entregado a terceros para diversos fines, cuando se sabía de la precaria condición económica de estas familias, gestiones incluso que a él personalmente debía corresponder sin mayores apremios, porque se cobraba emolumentos como asesor o gestor de la entidad que él representaba. Basta decir, a todo ello, que no sólo debe responder penalmente quien se apropia en provecho suyo sino quien permite el aprovechamiento de otros en forma injustificada.
En esos términos esta Sala de Decisión no puede menos que compartir tanto la acusación como el fallo de condena proferido, pues ambos punibles en concurso poseen respaldo procesal irrefutable.

7.1. Sobre la aplicación del principio de favorabilidad solicitado por el sentenciado.

Dado que mientras se encontraba en estudio el presente proceso, se allegó solicitud del procesado, para que se le concediera la suspensión condicional de la ejecución de la pena, por considerar que cumple con los requisitos exigidos en los artículos 461 y 314 de la Ley 906 de 2004. Debe la Sala, necesariamente pronunciarse al respecto.

Para ello, se dirá que de conformidad con las disposiciones aludidas, no es posible acceder a la pretensión invocada, en vista que lo que allí se dispuso consiste en que los sentenciados que estén en alguna de las situaciones contempladas para la sustitución de la detención preventiva, podrán acceder también a la sustitución de la ejecución de la pena, la cual se cumplirá en el lugar de residencia, situación que no significa como aparentemente lo entiende el peticionario, que sea una suspensión condicional de la ejecución de la pena, figura sobre la cual ya se pronunció el señor Juez de primera instancia de manera desfavorable a los intereses del acusado.
En ese entendido y muy a pesar que el señor PINEDA no especificó en cuál de las hipótesis contempladas en el artículo 314 de la Ley 906 de 2004, encajaba su caso, debe sostener el Tribunal lo siguiente: No es persona mayor de 65 años; no se tiene noticia de padecer una enfermedad grave, y se desconocen las circunstancias por las cuales pueda invocar en su favor la condición de hombre cabeza de familia, aunque en su indagatoria manifestó ser persona separada y padre de cuatro menores de 12,10,8 y 4 años de edad, respectivamente (fl. 915).
Con todo, nada obsta para que el interno, en caso de insistir en su petición, presente ante el señor Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, los medios probatorios pertinentes que pretenda hacer valer en aras de ser estudiado su caso.

7.2. Observación final 

No puede pasar desapercibido para la Sala, que el proceso de dosificación punitiva no se realizó de conformidad con las orientaciones señaladas por la jurisprudencia, en especial por cuanto el incremento en la pena por tratarse la Estafa de un delito masa, era un factor que debió ser tenido en cuenta para establecer los límites punitivos, dado que se trata de una situación concomitante al delito
. No obstante, realizado el proceso en esta instancia, se observó que el resultado fue el mismo, por lo tanto ninguna variación se impone y sólo corresponde hacer mención al desfase como corrección al método que debe utilizarse hacia el futuro.
De todas maneras, observa la Sala que la pena de multa, no sufrió ninguno de los incrementos que era obligatorio realizar, dado que su monto no es fijo sino variable en lo que concierne con la conducta punible de estafa, en atención a que la norma habla de que tal pena principal será de cincuenta (50) a mil (1000) s.m.l.mv. Empero, no es factible ahora modificar tal situación en vista de la prohibición de reforma peyorativa para el apelante único que existe en nuestro ordenamiento jurídico. Al igual que lo referido sobre el método de dosificación, esta observación quedará como referente de obligatorio acatamiento.
8.-  DECISIÓN

Por lo discurrido, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda)., administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
FALLA: 
Primero: CONFIRMA el fallo proferido por el Juzgado Sexto Penal del Circuito, objeto de revisión.

Segundo: SE NIEGA la sustitución de la pena impuesta al procesado, por no reunir los requisitos exigidos en el artículo 314 de la Ley 906 de 1004, en concordancia con la norma del 461 ibidem.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                        VICENTE RODRÍGUEZ FEO

JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO
CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Secretaria de la Sala
�  Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, sentencia de junio 23 de 1982. 


� BARRERA DOMÍNGUEZ, Humberto. Delitos contra el Patrimonio Económico. Ediciones Librería del Profesional, tercera edición, Bogotá, pg. 139:


� Cfr. al respecto Sentencias de Casación del 27-05-2004. Rad. 20642. M.P. Dr. Alfredo Gómez  Quintero y del 19-01-2006 Rad. 20785. M.P. Dr. Jorge Luis Quintero Milanés.
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